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Los principios rectores del derecho a la impugnación, de la relación jurídica 
procesal y de caducidad, aplicables a los procesos impugnativos electorales, 
conducen a determinar que el ejercicio de un derecho consiste en la realización 
de los actos necesarios para exigir a los sujetos, órganos e instituciones de la 
relación jurídica a la que pertenece el derecho, la asunción de posiciones y 
conductas a que se encuentran obligados, para la consecución de los intereses 
tutelados a favor del sujeto activo, y no la petición de actos o actitudes dirigidos 
a personas u órganos carentes de facultades u obligaciones para dar curso u 
obsequiar lo pedido. Lo anterior es así, pues la relación jurídica se forma con 
uno o varios sujetos activos, y uno o más de carácter pasivo, en donde los 
primeros son acreedores de un derecho y los segundos deudores, en el sentido 
más amplio de las palabras, de modo que aquéllos pueden exigir la realización 
de actos o la adopción de conductas determinadas a estos en su beneficio, y 
los pasivos tienen el deber de llevarlos a cabo, así, cuando el titular acude con 
el obligado con la finalidad de conseguir la satisfacción de su derecho, puede 
considerarse que lo está haciendo valer o ejercitando. En et sistema de 
impugnación electoral, como en otros similares, los sujetos legitimados 
activamente para hacer valer los medios correspondientes juegan el papel 
equivalente al de los acreedores, mientras que las autoridades u órganos 
obligados a recibir, tramitar, sustanciar y resolver los litigios tienen la 
equivalencia a los deudores, por tanto, sólo la recepción por cualquiera de 
éstos, por primera vez, de un escrito en que se haga valer un juicio o recurso 
electoral constituye su real y verdadero ejercicio, lo cual cierra la posibilidad 
jurídica de presentar nuevas demandas en uso del derecho referido, y dan 
lugar al consecuente desechamiento de las recibidas posteriormente, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 9, apartado 3, de la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. 
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